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Corte Interamericana de Derechos Humanos 

 

Caso Bulacio Vs. Argentina 

Voto Razonado del Juez Ricardo Gil Lavedra 
 

 

1. En el escaso lapso con que cuento para efectuar mi opinión concurrente a la 
decisión de la Corte, quisiera referirme muy brevemente a ciertos aspectos relevantes 
que, a mi juicio, plantea la sentencia en este caso “Bulacio, Walter David”, como así 
también realizar algunas consideraciones generales sobre el asunto. Estos temas que 
entiendo de mayor significación son los siguientes: el modo en que las partes han 
arribado a una “solución amistosa”, a la luz del texto del reglamento de la Corte; la 
sanción penal como elemento reparador de la violación de los derechos de la víctima; 
las obligaciones de los jueces como conductores del proceso penal en función del 
derecho a la tutela judicial (artículo 25 de la Convención Americana) y la plena 
efectividad de las decisiones de la Corte respecto de obstáculos del derecho interno. 

2. El Capítulo V del Reglamento de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos establece las formas en que puede terminarse anticipadamente el proceso 
ante ella. Así, el artículo 52 regula el supuesto del desistimiento del demandante 
(número 1), o el allanamiento del demandado (número 2). A su vez, el artículo 53 
contempla los casos de una solución amistosa, de un avenimiento o de otro hecho 
idóneo para la solución del caso. 

Ninguna de estas hipótesis es vinculante para la Corte, pues en razón de su 
carácter de órgano protector de los derechos humanos, puede no aceptar las propuestas 
de las partes y decidir que se prosiga el examen del caso (artículo 54). 

En este caso, la Comisión Interamericana, los representantes de los familiares de 
la víctima y el Estado, presentaron a la Corte un documento en el que el Estado 
reconoció su responsabilidad internacional, sobre la base de una versión común de los 
hechos, con alguna diferencia a como se habían expuesto en la demanda. En suma, las 
partes dirimieron entre ellas la controversia fáctica y el demandado asumió su 
responsabilidad por esos hechos. 

En concreto, estaban de acuerdo en que Walter David Bulacio había sido 
privado ilegalmente de su libertad, en que no se había anoticiado de esta circunstancia 
ni a su familia ni al juez de menores, en que el Estado no lo había custodiado 
debidamente, lo que contribuyó a su muerte, y que luego de ello sus familiares no 
habían contado con un recurso judicial efectivo. Estos hechos determinaban la 
responsabilidad internacional del Estado por violación a los artículos 2 (adecuación al 
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derecho interno), 4 (derecho a la vida), 5 ( derecho a la integridad personal), 7 
(derecho a la libertad personal), 8 (garantías judiciales), 19 (derechos del niño) y 25 
(protección judicial), y solicitaban que la Corte estableciera las reparaciones que 
correspondieran. 

No se trata claramente de un  supuesto de desistimiento, ni tampoco de un 
allanamiento a los términos de la demanda. El supuesto que nos ocupa se enmarca en 
el contexto del artículo 53 del Reglamento y la circunstancia que lo torna admisible es, 
precisamente, que existe un reconocimiento de responsabilidad internacional y que 
éste no se aparta sustancialmente de los puntos que se hallaban en discusión, 
ofreciéndose además una “plena reparación”. 

Estos elementos, reconocimiento de responsabilidad internacional, coincidente 
en lo esencial con los hechos de la demanda y ofrecimiento de reparación plena, 
determinan que el acuerdo que sobre los hechos efectuaron las partes no resulta 
objetable para la Corte. 

3. El artículo 1 de la Convención Americana establece la obligación primaria de 
los Estados Partes de respetar los derechos y libertades reconocidos en ella, y de 
garantizar su libre y pleno ejercicio. Esta obligación de garantía incluye el deber de 
investigar y de sancionar al responsable, en caso de que se viole algún derecho 
tutelado. Para ello, la víctima y/o sus familiares cuentan con el amparo que les 
proporciona un recurso judicial efectivo (artículo 25 de la convención citada). 
Numerosas decisiones de la Corte han sostenido lo que se acaba de decir.1. 

La investigación de los hechos, satisface el derecho a la verdad que tiene toda 
víctima. La imposición de una pena al culpable de lo sucedido no sólo afirma y 
comunica a la sociedad la vigencia de la norma transgredida, según las ideas más 
corrientes de la prevención general positiva, sino que también posee un inequívoco 
sentido reparador para la víctima y/o sus familiares. En efecto, la violación de todo 
derecho humano supone una afrenta a la dignidad y respeto que merece todo ser 
humano como tal, por ello la aplicación de una pena a quien cometió el hecho, 
reestablece la dignidad y la estima de la víctima frente a sí misma y a la comunidad. 
Repara en alguna medida el mal que ha sufrido. 

La impunidad no sólo alienta la repetición futura de los mismos hechos2, sino 
                         
1 Entre muchas, Caso Juan Humberto Sánchez. Sentencia  de 7 de junio de 2003. Serie C No. 
99, párr. 142; Caso Bámaca Velásquez. Sentencia de 25 de noviembre de 2000. Serie C No. 
70, párr. 210; Caso Caballero Delgado y Santana. Sentencia de 8 de diciembre de 1995. Serie 
C No. 22, párrs. 55 y 56; Caso Fairén Garbi y Solís Corrales. Sentencia de 15 de marzo de 
1989. Serie C No. 6, párr. 161; Caso Godínez Cruz. Sentencia de 20 de enero de 1989. Serie 
C No. 5, párrs. 174 a 176; y Caso Velásquez Rodríguez. Sentencia de 29 de julio de 1988. 
Serie C No. 4, párrs. 165 a 167. 
2 Según tiene dicho la Corte “la falta en su conjunto de investigación, persecución, captura, 
enjuiciamiento y condena de los responsables de las violaciones de los derecho protegidos por 
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que impide el efecto reparador que tiene para la víctima la sanción penal. 
Investigación, averiguación de la verdad, castigo al culpable, acceso a la justicia, 
recurso judicial efectivo, son los elementos que configuran las obligaciones básicas de 
todo Estado ante la violación del derecho humano, para procurar su reparación y como 
garantía de que no se repetirá. 

4. He efectuado las consideraciones que anteceden, pues en el caso se ha 
frustrado, hasta el presente, el derecho de los familiares de Walter Bulacio de 
encontrar tutela judicial efectiva para que reciban sanción los responsables de los 
hechos que lesionaron los derechos de aquél. 

No es admisible que después de trece años de ocurridos los sucesos, que no 
revisten en sí mismos gran complejidad (una detención masiva de adolescentes en 
ocasión de un festival de rock), habiendo intervenido gran cantidad de jueces en el 
trámite de la causa (incluso hasta la propia Corte Suprema de Justicia), el proceso no 
haya podido concluir naturalmente, con el dictado de una sentencia que establezca 
definitivamente los hechos y sus eventuales responsables. No hay razones que puedan 
justificar tamaña demora en el servicio de justicia. 

En ese sentido, creo conveniente recordar que a los jueces, como directores del 
proceso, les cabe una delicada responsabilidad. Por un lado, deben asegurar el 
cumplimiento de las reglas del debido proceso posibilitando el ejercicio irrestricto de 
las garantías del artículo 8 de la Convención Americana, pero por el otro deben tutelar 
el derecho de la víctima a la justicia (artículo 25 de la Convención), que se materializa 
con el dictado de la sentencia que dirima los hechos y las responsabilidades. 

Respecto de esto último, los órganos judiciales tienen que procurar que no se 
desnaturalice el sentido que anima a los legítimos medios de defensa, ni la buena fe 
procesal con que deben practicarse. Esto ocurre cuando se suceden planteos que por 
reiterados o manifiestamente impertinentes, sólo buscan dilatar el procedimiento hasta 
                                                                  
la Convención Americana, toda vez que el Estado tiene la obligación de combatir tal situación 
por todos los medios legales disponibles ya que la impunidad propicia la repetición crónica de 
las violaciones de derechos humanos y la total indefensión de las víctimas y de sus familiares” 
(Cfr. Caso Juan Humberto Sánchez, supra nota 1, párrs. 143 y 185; Caso Las Palmeras. 
Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 26 
de noviembre de 2002. Serie C No. 96, párr. 53.a); Caso del Caracazo. Reparaciones (art. 63.1 
Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 29 de agosto de 2002. Serie 
C No. 95, párr. 117; Caso Trujillo Oroza. Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana sobre 
Derechos Humanos). Sentencia de 27 de febrero de 2002. Serie C No. 92, párrs. 97, 101 y 
112; Caso Las Palmeras. Sentencia de 6 de diciembre de 2001. Serie C No. 90, párr. 56; Caso 
Bámaca Velásquez. Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos 
Humanos). Sentencia de 22 de febrero de 2002. Serie C No. 91, párr. 64; Caso Bámaca 
Velásquez. Sentencia de 25 de noviembre de 2000. Serie C No. 70, párr. 211; y Caso de la 
“Panel Banca” (Paniagua Morales y otros). Sentencia de 8 de marzo de 1998. Serie C No. 37, 
párr. 173). 
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que se extinga la persecución penal por el sólo transcurso del tiempo. Si ello acontece, 
la impunidad frustrará el derecho de la víctima a la justicia, y la tutela judicial efectiva 
se convertirá en letra muerta. 

5. La sentencia de la Corte contempla otro punto de notable significación. 
Establece que no pueden oponerse disposiciones de derecho interno, como la 
prescripción, a decisiones de la Corte que entiendan procedente, como forma de 
reparación, la investigación y castigo de violación de derechos humanos. Se trata de 
un paso más adelante de la jurisprudencia que se venía estableciendo sobre el 
particular3. 

La prescripción es un instituto de derecho común que supone la renuncia a la 
persecución penal por parte del Estado, cuando el tiempo que ha pasado desde la 
comisión del delito hace presumir que ha cesado la alarma social que éste provoca, por 
lo que la imposición de una pena carecería de finalidad preventiva. 

Las sentencias de la Corte que juzgan en un caso pertinente el deber de 
investigar y sancionar, con base en el artículo 1 de la Convención Americana, poseen 
carácter vinculante para los Estados, por el compromiso internacional que han asumido 
al suscribir las obligaciones de la Convención, especialmente el artículo 62.1, por el 
que se reconoce como obligatoria la competencia de la Corte sobre todos losa casos 
relativos a la interpretación o aplicación de la Convención. 

La obligatoriedad de las resoluciones de la Corte, asumidas por los Estados 
Partes, determina un compromiso de derecho internacional de base convencional que 
no puede ser obstaculizado por disposiciones internas, pues de lo contrario se restaría 
toda eficacia a los mecanismos de protección internacional de los derechos humanos 
que los Estados se han obligado a respetar. 

6. En cuanto al deber de adecuar la legislación interna a los estándares 
internacionales, no cabe duda alguna que la Argentina ha incorporado a su derecho 
interno, incluso otorgándoles en algún caso rango constitucional, a gran cantidad de 
disposiciones internacionales en materia de derechos humanos. El contexto normativo 
que existía a la época en que Walter David Bulacio fue ilegalmente aprehendido por la 
policía ha sido modificado sustancialmente. 

Seguramente uno de los aspectos relevantes en esta materia que aún falta, es 
la adecuación a la Convención sobre los Derechos del Niño, a través de la sanción de 
un régimen penal juvenil que satisfaga los requerimientos de dicha Convención. 

                         
3 Cfr. Caso Benavides Cevallos. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
de 9 de septiembre de 2003, considerandos sexto y séptimo; Caso Trujillo Oroza, 
Reparaciones, supra nota 2, párr. 106; Caso Barrios Altos. Interpretación de la Sentencia de 
Fondo. (art. 67 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 3 de 
septiembre de 2001. Serie C No. 83, párr. 15; y Caso Barrios Altos. Sentencia de 14 de marzo 
de 2001. Serie C No. 75, párr. 41. 
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Empero, probablemente la mejor manera de garantizar la no repetición de 
episodios como el de esta causa, que lamentablemente no resultan excepcionales en la 
cotidianeidad latinoamericana, es la adopción de prácticas policiales que asuman el 
compromiso de respetar los derechos humanos y órganos de justicia que se constituyan 
en celosos guardianes de cualquier desvío. 

 

 

Ricardo Gil Lavedra 

Juez ad hoc 


